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San Luis Potosí, San Luis Potosí, seis de septiembre de dos mil veinticuatro. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2024/SS-1, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el veintiuno de febrero de dos mil veinticuatro por **********apoderado general de la persona moral actora********** en contra de la resolución de trece de diciembre de dos mil veintitrés, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo **********2023/3; turnado a ésta Sala Superior el cuatro de marzo siguiente, mediante oficio **********, signado por el Magistrado de dicha Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria no resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio contencioso administrativo en razón de que el acto impugnado es ajeno a la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el considerando primero de la presente sentencia.

...”
II.- Inconforme con la referida determinación, **********apoderado general de la persona moral actora********** interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el veintiuno de febrero de dos mil veinticuatro, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el cuatro de marzo siguiente; atendiendo a que por auto de veintisiete del mismo mes y año, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente **********2023/3.
III.- Por acuerdo de siete de marzo de dos mil veinticuatro
, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por **********apoderado general de la persona moral actora**********; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a la autoridad demandada Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de veinte de mayo de dos mil veinticuatro
 se certificó que la autoridad demandada no desahogó la vista en el término otorgado en el auto de admisión respecto del recurso de apelación planteado por la parte actora; y, visto el estado procesal que guardaban los autos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de **********apoderado general de la persona moral ********** parte actora en el juicio génesis, personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en auto de veintiséis de abril de dos mil veintitrés
.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153, primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,
 toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la parte actora el veintinueve de enero de dos mil veinticuatro, por lo que dicha notificación surtió efectos el treinta siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del treinta y uno de enero al veintiuno de febrero del presente año; siendo que en ese lapso no deben contarse los días tres, cuatro, diez, once, diecisiete y dieciocho de febrero del año en curso, debido a que fueron sábados y domingos; así como el cinco de febrero del citado año, con motivo de la conmemoración del 107 aniversario de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que, si el recurso de apelación se presentó el veintiuno de febrero de dos mil veinticuatro, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala Superior procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por **********, en su carácter de apoderada legal de la persona moral ********** parte moral actora en el juicio génesis, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.
En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de Origen, se advierte que en sentencia de trece de diciembre de dos mil veintitrés, se decretó el sobreseimiento del juicio, respecto de los actos impugnados que la parte actora hizo consistir en los mandamientos de ejecución **********; así como sus actas de requerimiento de pago y los embargos de bienes relacionados en las mismas, por diversos créditos fiscales por un monto total de $13,634,988.55 (trece millones setecientos treinta y cuatro mil novecientos ochenta y ocho pesos 55/100 M.N.).
De lo anterior se deduce, que este asunto es de cuantía determinada; el cual asciende al anteriormente señalado.

Por su parte, el artículo 152, fracción I, del Código Procesal de la materia, establece como requisito de procedencia, para los asuntos de cuantía determinada, como en el caso, que ésta exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad y Medida de Actualización vigente al momento de la emisión de la sentencia.

Luego, la sentencia que aquí se recurre se emitió el trece de diciembre de dos mil veintitrés, por lo que de una consulta a la página del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
, se advierte que en dicha data, el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización ascendía a $103.74 (ciento tres pesos 74/100 moneda nacional).

Así las cosas, si se toma en consideración que el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización asciende a $103.74 (ciento tres pesos 74/100 moneda nacional), multiplicado por mil quinientos, en razón de que acorde a lo dispuesto por la fracción I, del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado, la cuantía debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la UMA, para la procedencia de la apelación-, arroja el total de $155,610.00 (ciento cincuenta y cinco mil seiscientos diez pesos 00/100 moneda nacional).

Lo anterior se refleja de la siguiente forma:

Valor diario UMA 2022: $103.74
Operación: 103.74 X 1500= $155,610.00
En esta tesitura, si la cuantía determinada, en el juicio contencioso en trato asciende a $13,634,988.55 (trece millones setecientos treinta y cuatro mil novecientos ochenta y ocho pesos 55/100 M.N.) por diversos créditos fiscales; resulta superior a la requerida por la fracción I, del referido numeral 152, la cual dispone que debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la resolución de sentencia, es decir superior a $155,610.00 (ciento cincuenta y cinco mil seiscientos diez pesos 00/100 moneda nacional).
De lo anterior se advierte, que los recursos intentados por las partes resultan procedentes en atención a que el monto de la litis rebasa el que establece la fracción I, del multicitado artículo 152 del Código Procesal de la materia.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.”
SÉPTIMO. Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de los datos que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.
I. Mediante auto de veintitrés de abril de dos mil veintitrés
, dictado en el juicio de origen, se tuvo por recibido escrito firmado por **********, en su carácter de**********apoderado general de la persona moral actora********** por el cual demandó del Director de Recaudación y Política Fiscal dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, los actos que hizo consistir en los mandamientos de ejecución **********; así como sus actas de requerimiento de pago y los embargos de bienes relacionados en las mismas.
Asimismo, se admitió a trámite la demanda de referencia y se ordenó emplazar a la autoridad demandada para que produjera su contestación.
II. En acuerdo de once de julio de dos mil veintitrés,
 el órgano jurisdiccional de origen, tuvo a **********en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí y en representación de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas dl Estado de San Luis Potosí, por contestando la demanda.
III. El nueve de noviembre del año próximo pasado
, se llevó a cabo la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se desahogaron las pruebas ofrecidas y admitidas por las partes y se citó para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2023-3.

IV. Mediante sentencia de trece de diciembre de dos mil veintitrés, la Tercera Sala Unitaria, decretó la improcedencia del juicio conforme  a lo dispuesto por el artículo 228 fracción X,  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y, en consecuencia, el sobreseimiento del mismo, con fundamento en el artículo 229 fracción II, del mismo Código, toda vez que, consideró que los actos impugnados  resultaban ajenos a la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, al considerar sustancialmente lo siguiente: 
En primer término, estableció que de la jurisprudencia de rubro “IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HUBIERE ADMITIDO, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBE LIMITARSE A SOBRESEER EN EL JUICIO.” se podía observar que el contenido normativo de los artículos 8° fracción II, y 9° fracción II de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, era correlativo a los artículos 228 fracción X y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que, resulta aplicable al caso, en el sentido de que se admitió la demanda, pero respecto de un acto que resultó ajeno a la competencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
Destacó, que la actora hizo consistir su impugnación, en los actos del procedimiento administrativo de ejecución, consistentes en los mandamientos de ejecución **********, así como sus actas de requerimiento de pago y los embargos de bienes relacionados con las mismas, respecto a los cuales, negó de manera lisa y llana conocer en términos del artículo 45 del Código Fiscal del Estado; así como las resoluciones determinantes de los supuestos créditos fiscales y sus respectivas constancias de notificación y señalando como autoridad demandada al Director de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección de Ingresos, de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado.

Por lo que, el actor al contestar la vista que se le dio con la contestación de demanda, exhibió el oficio **********, de fecha veintitrés de febrero de dos mil veintitrés, signado por la Directora General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, el cual fue acordado mediante auto de once de julio de dos mil veintitrés, en el cual informó al accionante, sobre la inmovilización de fondos de las cuentas abiertas a su nombre de las Instituciones de Banca Múltiple, respecto de la determinación de los créditos fiscales por un monto total de $13,634,988.55 (trece millones setecientos treinta y cuatro mil novecientos ochenta y ocho pesos 55/100 M.N.), al haber transcurrido en exceso el plazo establecido en el artículo 65 del Código Fiscal Federal, sin haber pagado y garantizando los créditos referidos con bienes insuficientes, motivo por el cual de conformidad con lo dispuesto en los artículos 136, 145, 150 fracciones I y II y 151 del citado Código Fiscal Federal, procedió a emitir requerimiento de pago del citado crédito, por el cual el notificador-ejecutor procedió a dar cumplimiento al mandamiento de ejecución en el domicilio fiscal del contribuyente.

Oficio en el cual, la autoridad citó como ordenamiento legal el Código Fiscal de la Federación, además de los artículos 13, 14 y 15 de la Ley de Coordinación Fiscal; en las clausulas primera, segunda fracción X inciso c); cuarta, párrafos primero y segundo; octava, primer párrafo fracción I, inciso d), e); fracción II inciso a), del Convenio de Colaboración Administrativa en materia Fiscal Federal, celebrado entre el Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Gobierno del Estado de San Luis Potosí, publicado en el Diario Oficial de la Federación el diecisiete de agosto del dos mil quince y en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, el dieciocho de agosto de dos mil quince.

Precisó además, que en el penúltimo párrafo del oficio en mención, se le hizo del conocimiento a la parte actora, que en atención a lo previsto en el artículo 23 de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, en el caso de que no estuviera de acuerdo con dicho acto administrativo, podría impugnarlo mediante recurso administrativo de Revocación, conforme a lo señalado en el artículo 121 del Código Fiscal Federal o a través del Juicio Contencioso Administrativo, señalado en el numeral 23 de la Ley de los Derechos del Contribuyente dentro del plazo de treinta días hábiles, según corresponda en la vía ordinaria o sumaria, ante la Sala Regional competente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 
Corolario a lo anterior, el A quo arribo a la premisa que los actos que impugnó el actor, habían sido emitidos por la autoridad demandada, en ejercicio de las atribuciones que le dotó el convenio referido, a efecto de llevar a cabo el cobro de contribuciones de carácter federal; por lo que, fungió como autoridad de carácter Federal. 

Asimismo, la Sala Resolutora estableció que del contenido de los artículos 7 y 28 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, se desprendía que la competencia del Tribunal, se acota, entre otras, a dirimir controversias suscitadas entre los particulares y la administración pública estatal y municipal, entendiendo como tal, exclusivamente los órganos dependientes del Poder Ejecutivo del Estado y Municipios; es decir, las dependencias o entidades de carácter administrativo que integran al Poder Ejecutivo Estatal, municipal y organismos descentralizados cuando éstas emitan actos definitivos de naturaleza o contenido administrativo y en los que se determine, ordene o ejecute un agravio al interés jurídico del particular.
Por lo que, por regla general el juicio de nulidad, es un medio de defensa que el particular puede interponer cuando ve afectada su esfera jurídica, por algún acto o resolución de naturaleza administrativa, emitida por una autoridad estatal, municipal o de un organismo descentralizado, a efecto de que este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, dirima la controversia planteada y determine si la actuación de la autoridad administrativa se ajustó a los lineamientos legales que regulan su actuación; y que, su procedencia está sujeta a que el acto de autoridad que se pretende impugnar constituya un acto o resolución definitiva prevista por el artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
Por ende, la Tercera Sala concluyó que carecía de competencia para conocer de los actos que impugnó la parte actora, consistentes en los mandamientos de ejecución número **********, así como sus actas de requerimiento de pago y los embargos de bienes relacionados con las mismas, y las resoluciones determinantes de los supuestos créditos fiscales y sus respectivas constancias de notificación; ya que, dichos actos no se encentraban contemplados dentro de alguno de los supuestos contenidos en los numerales 7 y 28 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí.

En virtud de que, fueron emitidos por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en ejercicio de las facultades que le confirió el convenio de colaboración administrativa en materia fiscal federal celebrado por el Gobierno Federal, por conducto de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público con el Gobierno del Estado de San Luis Potosí y en relación a lo establecido en el artículo 14 de la Ley de Coordinación Fiscal, que le permite administrar los ingresos federales que se estipulan en dicho convenio; y por tanto, en contra de dichos actos sólo procedían los recursos y medios de defensa establecidos en las leyes federales aplicables.
Asimismo, reitero que de la competencia específica atribuida a las Salas del Tribunal, no se advertía que la acción emprendida por la parte actora, encuadrara en alguna de las hipótesis previstas en los numerales 7 y 28 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí; por ende, carecía de competencia para pronunciarse respecto de los actos impugnados por la parte actora; Ya que de hacerlo, sin tener facultades para ello, vulneraría la garantía de legalidad y de seguridad jurídica que derivada del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y cuya inobservancia conduciría a declarar inválido lo resuelto.
Invocando como sustento a lo anterior, la jurisprudencia  P./J. 21/2009, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de la siguiente voz: “COMPETENCIA POR RAZÓN DE MATERIA. SI EL JUEZ DE DISTRITO QUE CARECE DE ELLA RESUELVE UN JUICIO DE AMPARO, TAL SITUACIÓN CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS REGLAS FUNDAMENTALES QUE NORMAN EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO.”
Y en consecuencia, con fundamento en los artículos 228 fracción X y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado, la Tercera Sala Unitaria declaró la improcedencia y  sobreseimiento del juicio, en razón de que los actos impugnados resultaban ajenos a la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación. 

OCTAVO. Síntesis de agravios. En contra de la anterior determinación, la parte actora, ahora recurrente, esgrime en esencia los siguientes disensos.

Que el trámite y resolución del recurso de apelación es de importancia y trascendencia ya que la Sala de Origen, sobreseyó el juicio en razón de que los actos impugnados son ajenos a la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, lo cual transgrede en su perjuicio los derechos fundamentales de tutela jurisdiccional y debido proceso, porque en la sentencia recurrida no se cumplieron con las formalidades esenciales del procedimiento y no se dirimieron las cuestiones debatidas.

En apoyo a lo anterior, el recurrente cito las jurisprudencias de rubro: “DERECHO DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. ETAPAS Y DERECHOS QUE LE CORRESPONDEN.” y “DERECHO AL DEBIDO PROCESO. SU CONTENIDO.”
Afirma, que no se dirimieron las cuestiones debatidas; toda vez que, no se cumplió con la debida fundamentación y motivación, porque de manera genérica el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria señaló que en el oficio **********la autoridad citó como fundamento diversos ordenamientos legales de carácter federal, a efecto de llevar a cabo el cobro de contribuciones federales; por lo que, en contra de los actos impugnados solo procedía recursos y medios de defensa establecidos en leyes federales.
Que no se tomó en consideración las manifestaciones que expresó en su escrito de desahogo de vista de uno de agosto de dos mil veintitrés, a pesar de que, mediante auto de dieciocho de octubre del mismo año, la Sala Resolutora estableció que se tomarían en consideración en el momento procesal oportuno; es decir, en la sentencia, y que en la misma la A quo solo tomo en consideración los argumentos que expuso en sus conceptos de impugnación del escrito de demanda, sin abordar el estudio de dichas manifestaciones en las cuales controvirtió los argumentos de la contestación de demanda, en el sentido de que si los actos impugnados no fueron emitidos por la enjuiciada, tenía que cumplir con la carga probatoria y exhibirlos para conocer su contenido.
Por lo tanto dice, que si los actos impugnados no fueron exhibidos por la demandada se desconoce su contenido, fundamentación y motivación, y que la Sala de Origen resolvió en base a inferencias sobre lo expuesto en un acto ajeno a la litis que no fue impugnado; es decir, que no estaba en condiciones de saber cuál era el tribunal competente para conocer del asunto.

Refiere además, que si la autoridad demandada omitió contestar la vista que se le concedió en auto de dieciocho de octubre del dos mil veintitrés, de acuerdo con los artículos 71 y 227 del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Tercera Sala Unitaria debió ordenar que se subsanara tal omisión para el efecto de regularizar el procedimiento, y solicitar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a quien conforme al oficio ********** se le requirió la inmovilización de fondos de las cuentas bancarias a nombre de su representada, por diversos créditos fiscales que no fueron pagados, ni garantizados en los plazos respectivos, entre los que se encuentran los identificados con los folios **********, para que exhibiera las constancias de tales créditos fiscales, o, la información detallada sobre los mismos, las cuales afirma, obran en su poder; y así, estar en aptitud de resolver en definitiva sin inferencias.
Invocando como sustento a lo anterior, el criterio, de la siguiente voz: “APELACIÓN EN MATERIAS CIVIL Y MERCANTIL. AL NO EXISTIR REENVÍO, EL TRIBUNAL DE ALZADA ESTÁ FACULTADO PARA REASUMIR JURISDICCIÓN Y PRONUNCIAR LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE, AUN CUANDO EL JUZGADOR NO HAYA RESUELTO LA LITIS EN PRIMERA INSTANCIA.”
Asimismo afirma, que en concordancia con los criterios jurisprudenciales citados, la Sala de Origen no tenía impedimento para pronunciarse sobre la ilegalidad alegada por su representada, sin evadir la Litis, pues sus planteamientos se apoyaron en tesis de jurisprudencia aplicables al presente caso. 

Finalmente, la parte recurrente, estima que le irroga perjuicio que la Sala A quo no resolvió lo planteado, en el sentido de que al omitir la autoridad demandada exhibir las referidas constancias, y ante la negativa lisa y llana de su representada de que hubieran sido notificadas de acuerdo a las formalidades legales, la enjuiciada tenía la carga probatoria y desvirtuar dicha negativa, exhibiendo al efecto los documentos correspondientes para que la parte actora tuviera oportunidad de impugnarlos en el momento procesal oportuno, lo que señala que conlleva a la declaratoria de nulidad lisa y llana por carecer de los requisitos de fundamentación y motivación a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
NOVENO.- Estudio. Son infundados los agravios emitidos por la parte apelante; por ende, ineficaces para revocar o modificar el fallo impugnado, mismos que se analizan de manera conjunta
, en atención a la estrecha relación que guardan entre sí.
En primer término, respecto del agravio, donde la parte recurrente señala que el trámite y resolución del recurso de apelación es de importancia y trascendencia ya que la Sala de Origen, sobreseyó el juicio en razón de que los actos impugnados son ajenos a la competencia de este Tribunal, lo cual transgrede en su perjuicio los derechos fundamentales de tutela jurisdiccional y debido proceso; y cita en apoyo a lo anterior, las jurisprudencias de rubro: “DERECHO DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. ETAPAS Y DERECHOS QUE LE CORRESPONDEN.” y “DERECHO AL DEBIDO PROCESO. SU CONTENIDO.”; resulta inatendible, pues en el considerando quinto del presente fallo ya se abordó de manera oficiosa el estudio de la procedencia del recurso de apelación, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido.
Es ilustrativa por las razones que la informan, la jurisprudencia 2a./J. 71/2011, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la cual se estudiaron los mismos requisitos en relación con la revisión fiscal, los cuales, son análogos a los exigidos para la apelación, que dice:

“REVISIÓN FISCAL. EL ESTUDIO OFICIOSO DE SU PROCEDENCIA DEBE HACERSE AUNQUE LA AUTORIDAD RECURRENTE NO EXPRESE ARGUMENTOS PARA UBICAR EL RECURSO EN ALGUNO DE LOS SUPUESTOS DEL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SALVO QUE SE TRATE DEL DE SU FRACCIÓN II. Conforme a las jurisprudencias 2a./J. 45/2001 y 2a./J. 193/2007 de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la procedencia del recurso de revisión fiscal debe examinarla el Tribunal Colegiado de Circuito de oficio, independientemente de que si la autoridad inconforme precisó o no el supuesto legal que consideró aplicable, e inclusive cuando haya señalado un ordenamiento diverso para apoyar la procedencia de dicho medio de defensa, caso en el cual ese órgano jurisdiccional debe superar tal inexactitud. En este tenor, en un avance progresivo sobre lo sostenido en dichos criterios, el indicado estudio oficioso debe hacerse aunque no se expresen argumentos para ubicar el recurso en alguno de los supuestos del artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, salvo que se trate del de su fracción II, caso en el cual el legislador obligó a la recurrente a razonar la importancia y trascendencia del asunto para efectos de la admisión del recurso, en el entendido de que cuando el órgano jurisdiccional federal estime que el asunto procede por ubicarse en alguno de los otros postulados establecidos en el numeral referido, debe fundamentar la procedencia y realizar el análisis relativo; sin embargo, cuando advierta que el asunto no se ubica en alguno de los supuestos de procedencia del indicado precepto legal, no necesariamente debe exponer las razones por las cuales el asunto no se sitúa en cada uno de los establecidos por el legislador, pues la falta de pronunciamiento expreso es indicativa de que no se actualizó alguna de las premisas de procedencia del dispositivo legal.
”
Ahora bien, en lo relativo a los disensos donde el apelante se duele sustancialmente de que los actos impugnados no fueron exhibidos por la autoridad demandada, que desconoce su contenido, fundamentación y motivación, y que la Sala de Origen resolvió en base a inferencias sobre lo expuesto en un acto ajeno a la litis que no fue impugnado; es decir, el oficio **********en el cual la autoridad citó como fundamento diversos ordenamientos legales de carácter federal; por lo que, considera que la A quo no estaba en condiciones de saber cuál era el tribunal competente para conocer del asunto.

Agravio que es de considerarse infundado, en razón de que la Sala Resolutora advirtió del oficio **********de fecha veintitrés de febrero de dos mil veintitrés, signado por la Directora General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, que el mismo actor exhibió en el juicio de origen, que en dicho documento se le informó al accionante, sobre la inmovilización de fondos de las cuentas abiertas a su nombre de las Instituciones de Banca Múltiple, respecto de la determinación de los créditos fiscales por un monto total de $13,634,988.55 (trece millones setecientos treinta y cuatro mil novecientos ochenta y ocho pesos 55/100 M.N.), al haber transcurrido en exceso el plazo establecido en el artículo 65 del Código Fiscal Federal, sin haber pagado y garantizando los créditos referidos con bienes suficientes, motivo por el cual de conformidad con lo dispuesto en los artículos 136, 145, 150 fracciones I y II y 151 del citado Código Fiscal Federal, procedió a emitir requerimiento de pago del citado crédito, por el cual el notificador-ejecutor procedió a dar cumplimiento al mandamiento de ejecución en el domicilio fiscal del contribuyente.

Oficio en el cual, la autoridad citó como ordenamiento legal el Código Fiscal de la Federación, además de los artículos 13, 14 y 15 de la Ley de Coordinación Fiscal; cláusulas primera, segunda fracción X inciso c); cuarta, párrafos primero y segundo; octava, primer párrafo fracción I, inciso d), e); fracción II inciso a), del Convenio de Colaboración Administrativa en materia Fiscal Federal, celebrado entre el Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Gobierno del Estado de San Luis Potosí, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el diecisiete de agosto del dos mil quince y, en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí el dieciocho de agosto de la propia anualidad.

Precisó además, que en el penúltimo párrafo del oficio en mención, se le hizo del conocimiento a la parte actora, que en atención a lo previsto en el artículo 23 de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, en el caso de que no estuviera de acuerdo con dicho acto administrativo, podría impugnarlo mediante recurso administrativo de Revocación, conforme a lo señalado en el artículo 121 del Código Fiscal Federal o a través del Juicio Contencioso Administrativo, señalado en el numeral 23 de la Ley de los Derechos del Contribuyente dentro del plazo de treinta días hábiles, según corresponda en la vía ordinaria o sumaria, ante la Sala Regional competente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

Por ende, el A quo determinó que carecía de competencia para conocer de los actos que impugnó el actor, consistentes en los mandamientos de ejecución **********, sus actas de requerimiento de pago y los embargos de bienes relacionados con las mismas, así como las resoluciones determinantes de los supuestos créditos fiscales y sus respectivas constancias de notificación, al haber sido emitidos por la autoridad demandada, en ejercicio de las atribuciones que le dotó el Convenio de Colaboración Administrativa en materia Fiscal Federal, a efecto de llevar a cabo el cobro de contribuciones de carácter federal; por lo que, fungió como autoridad de carácter Federal. 

De ahí la calificativa de los agravios en estudio, pues aun cuando la autoridad demandada hubiera exhibido tales documentos, la Sala de Origen se encontraba imposibilitada para analizar el fondo del asunto, dada la incompetencia advertida, en el sentido de que dichos actos fueron emitidos por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en ejercicio de las facultades que le confirió el convenio de colaboración administrativa en materia fiscal federal celebrado por el Gobierno Federal, por conducto de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público con el Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por lo que, fungió como autoridad de carácter Federal, determinación que esta Alzada comparte.

En ese sentido, es menester señalar que el estudio de la competencia, constituye una garantía de legalidad y de seguridad jurídica derivada, en ese orden, del primer párrafo del artículo 16 y del precepto 14, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; por tanto, al traducirse en cuestiones de orden público dicho presupuesto procesal, es de estudio preferente, ya que en caso de inobservancia conduciría a declarar inválido lo resuelto por el Juzgador incompetente, al ser nulo de pleno derecho
, además de violentarse las reglas fundamentales que norman el procedimiento en perjuicio de las partes. 

En apoyo a lo anterior, resulta aplicable la jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo el rubro y texto siguiente:

“COMPETENCIA POR RAZÓN DE MATERIA. SI EL JUEZ DE DISTRITO QUE CARECE DE ELLA RESUELVE UN JUICIO DE AMPARO, TAL SITUACIÓN CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS REGLAS FUNDAMENTALES QUE NORMAN EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO. La competencia de la autoridad es una garantía de legalidad y de seguridad jurídica derivada del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, por tanto, es una cuestión de orden público, lo que aplicado al derecho procesal se traduce en la suma de facultades que la ley otorga al juzgador para ejercer su jurisdicción en determinado tipo de litigios, cuya inobservancia conduce a declarar inválido lo resuelto por el Juez incompetente. Por otra parte, de la interpretación sistemática de los artículos 107, fracción V y 94, párrafo sexto, constitucionales, se infiere que la competencia especializada por razón de materia de los Juzgados de Distrito está elevada a rango constitucional. En congruencia con lo anterior, se concluye que aquella competencia es un presupuesto de validez del proceso cuya infracción por los citados órganos jurisdiccionales al resolver un juicio de amparo sin tener competencia por razón de materia, se traduce en el desconocimiento de la voluntad del Constituyente y, por ende, de la del legislador que la desarrolla, lo que ocasiona que se violen las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicio de amparo en perjuicio de las partes, porque se les sujeta a la determinación proveniente de una autoridad que prorroga indebidamente su competencia y resuelve un juicio específico sin tener facultades para ello, afectando directamente los derechos sustantivos de aquéllas.”

En esas condiciones, si conforme al Convenio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal antes citado, celebrado entre el Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Gobierno del Estado de San Luis Potosí, publicado en el Diario Oficial de la Federación el diecisiete de agosto de dos mil quince, especialmente en la Cláusula segunda fracción VI, inciso c
, la entidad federativa y la Secretaría de Hacienda Federal, establecieron coordinarse en el ejercicio de las facultades relativas a la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivos los créditos fiscales federales.
Y de lo dispuesto en el artículo 14, de la Ley de Coordinación Fiscal
 se desprende que las autoridades fiscales de las entidades adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, serán consideradas en el ejercicio de sus facultades a que se refiere el convenio respectivo como autoridades fiscales federales y, en contra de los actos que realicen cuando actúen de conformidad con el precepto en mención, sólo procederán los recursos y medios de defensa que establezcan las leyes federales.
De ahí que resulta inconcuso que, en contra de dichos actos administrativos de carácter federal resulta improcedente el juicio contencioso administrativo local del cual conoce este Tribunal, en razón de que éste Órgano Jurisdiccional cuenta con competencia únicamente para conocer de las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos a que se refieren los artículos 7° y 28 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y respecto de las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales; pero no de actos emitidos por autoridades que ejercen facultades fuera del ámbito de competencia local.
Por lo que, aún y cuando constituyan actos de una autoridad de esta entidad federativa, la facultad ejercida por la autoridad fiscal deberá entenderse ejercida como de una autoridad fiscal federal; y por tanto, en su contra en el caso de su posible impugnabilidad, sólo procederían los recursos y medios de defensa establecidos en las leyes federales, como acertadamente lo determinó la Sala Resolutora, pues conforme a lo hasta aquí expuesto es evidente que a tales actos les resulta aplicable el principio de continencia de la causa que consiste en que procesalmente debe existir una unidad jurídica en la relación procesal que reviste a dichos actos como los es la actuación de autoridades que ejercen funciones de carácter federal, mismo que constituye un requisito indispensable para hacer valer el medio de defensa conducente.

Por último, en relación al criterio que invocó el apelante de rubro “APELACIÓN EN MATERIAS CIVIL Y MERCANTIL. AL NO EXISTIR REENVÍO, EL TRIBUNAL DE ALZADA ESTÁ FACULTADO PARA REASUMIR JURISDICCIÓN Y PRONUNCIAR LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE, AUN CUANDO EL JUZGADOR NO HAYA RESUELTO LA LITIS EN PRIMERA INSTANCIA.”
, no resulta aplicable al caso concreto, acorde a la calificación dada a los agravios de la parte recurrente, mismos que resultaron ser infundados, ni se advierte violación substancial al procedimiento; en consecuencia, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de trece de diciembre de dos mil veintitrés, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso administrativo  **********
Habilitación de notificación de sentencia.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153, 155 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y 23, fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es de resolverse y se:

RESUELVE

ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de trece de diciembre de dos mil veintitrés, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso administrativo ********** de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución. 

Notifíquese por lista a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rúbricas.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





� Fojas 14-17 del Toca.





�Fojas 38 y 39 del Toca.





�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.





“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


� Fojas 23-25 del juicio de origen.


�“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


� https://www.inegi.org.mx/temas/uma/


� Fojas 23-25 del expediente de origen.


� Foja 38 del juicio de origen.





� Foja 61 del juicio de origen.


� Registro digital: 2011406 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018 Tipo: Jurisprudencia 


“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 161765 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 71/2011 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Junio de 2011, página 326 Tipo: Jurisprudencia.


� “Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí: ART. 153.- Es nulo lo actuado por el juez que fuere declarado incompetente, salvo: […]”.  (De aplicación supletoria en la materia de conformidad con el artículo 217, segundo párrafo del Código Procesal Administrativo)


� Jurisprudencia P./J. 21/2009, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, número de registro 167557, visible en la página 5, Tomo XXIX, Abril de 2009, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.





� “SEGUNDA.- La Secretaría y la entidad convienen coordinarse en:


VI. El ejercicio de las facultades relacionadas con las siguientes actividades: …


c). Las relativas a la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivos los créditos fiscales federales a que se refiere la cláusula décima séptima de este Convenio.





� “Artículo 14.- Las autoridades fiscales de las entidades que se encuentren adheridas al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal y las de sus Municipios, en su caso, serán consideradas, en el ejercicio de las facultades a que se refieren los convenios o acuerdos respectivos, como autoridades fiscales federales. En contra de los actos que realicen cuando actúen de conformidad con este precepto, sólo procederán los recursos y medios de defensa que establezcan las leyes federales.


La Secretaría de Hacienda y Crédito Público conservará la facultad de fijar a las entidades y a sus Municipios los criterios generales de interpretación y de aplicación de las disposiciones fiscales y de las reglas de colaboración administrativa que señalen los convenios y acuerdos respectivos.”


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 165887 Instancia: Primera Sala Novena Época Materias(s): Civil Tesis: 1a./J. 80/2009 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Diciembre de 2009, página 25 Tipo: Jurisprudencia


“APELACIÓN EN MATERIAS CIVIL Y MERCANTIL. AL NO EXISTIR REENVÍO, EL TRIBUNAL DE ALZADA ESTÁ FACULTADO PARA REASUMIR JURISDICCIÓN Y PRONUNCIAR LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE, AUN CUANDO EL JUZGADOR NO HAYA RESUELTO LA LITIS EN PRIMERA INSTANCIA. Del contenido de los artículos 1336 del Código de Comercio y 683 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Sinaloa, se desprende que el recurso de apelación es un medio de impugnación ordinario por el cual el tribunal de alzada puede confirmar, reformar o revocar las resoluciones emitidas por el inferior. Respecto a la apelación en materias civil y mercantil, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido la inexistencia del reenvío. Así, se considera que no pueden limitarse las funciones del tribunal de alzada para reasumir jurisdicción y decidir lo tocante a los puntos litigiosos no resueltos en el fallo que se recurre ante ella, o en su caso, sustituir íntegramente al  juez para pronunciar la resolución que legalmente corresponda, aun cuando no se haya resuelto la litis en primera instancia. Sin embargo, el tribunal de apelación que advierta, previo al fondo, que existe una omisión o que no se encuentra satisfecho algún presupuesto procesal, deberá, sin examinar los agravios de fondo, revocar la sentencia recurrida y ordenar la reposición o regularización del procedimiento en lo que sea necesario en aras de satisfacer los presupuestos procesales y el debido proceso como condición para el dictado de la sentencia, sin que ello pueda tomarse como reenvío al no  implicar la devolución al inferior para efectos de que asuma de nueva cuenta jurisdicción sobre aspectos propios de la sentencia definitiva.”





�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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